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resumen: Una de las manifestaciones más relevantes de la precariedad es la dualidad del mercado laboral, que 
supone una marcada diferencia entre aquellos trabajadores desprotegidos que tienen un alto riesgo de verse des-
empleados y los trabajadores protegidos que no lo tienen. A raíz de esto, es plausible pensar que existe un cierto 
conflicto de interés entre grupos de trabajadores. No obstante, argumento que una teoría política adecuada tiene 
que poder dar cuenta de si existen afinidades de fondo y capacidad de acción colectiva entre ambos grupos. Para 
explorar esta posibilidad presento primero la concepción republicana del bien común y después el modelo laboral 
derivado de la misma. Finalmente, explico que, incluso en su situación actual, estos grupos de trabajadores aún 
mantienen fuertes intereses compartidos.
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AbstrAct: One of the most relevant manifestations of precarious work is the dualization of the labour market, 
which involves a sharp difference between the unprotected workers who have a high risk of being unemployed and 
the protected workers who do not. As a result, it is plausible to think that there is some conflict of interest between 
groups of workers. Nonetheless, I argue that an adequate political theory must account for whether there are under-
lying affinities and capacity for collective action between the two groups. To explore this possibility, I first present 
the republican conception of the common good and then the labour model derived from it. Finally, I explain that, 
even in their current situation, these groups of workers still maintain deep shared interests. 
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1. LA PRECARIEDAD LABORAL Y EL PRO-
BLEMA DE LOS MENOS AVENTAJADOS
Las relaciones laborales configuran de manera fun-
damental nuestras expectativas de vida. Nos pa-
samos gran parte del tiempo trabajando, nuestros 
ingresos dependen de ello y las actividades que 
realizamos son decisivas para nuestro bienestar. 
Por eso, dada la relevancia normativa del tra-
bajo remunerado, es importante tener en cuen-
ta las transformaciones económicas que afectan 
a nuestras sociedades. La imagen de un trabajo 
estable, con una carrera predecible orientada en 
el largo plazo, con garantías o prestaciones e in-
gresos constantes, responde a lo que se ha dado 
en llamar “relaciones de empleo estándar” (Bre-
man y Linden, 2014, pp. 920-926; Fudge, 2017, 
pp. 375-381), una tipología laboral que ahora 
está menos extendida que en los años de expan-
sión de los Estados del Bienestar europeos. Por 
el contrario, estamos en una época de creciente 
precariedad. Para poder analizar este fenómeno 
voy a utilizar la filosofía política republicana 
como un marco normativo que permita orientar 
la discusión sobre los intereses de los trabajado-
res. Primero describo la situación de los traba-
jadores precarios en un mercado laboral dual y 
planteo un posible dilema práctico, según el cual 
algunas de las ventajas de las que disfrutan cier-
tos trabajadores podrían ser causa de las desven-
tajas de los anteriores, o al menos justificarían 
una compensación hacia ellos. El resto del artí-
culo pretende dar una respuesta que no suponga 
enfrentar los intereses de esos diferentes grupos 
de trabajadores.
La precariedad laboral se refiere a una insegu-
ridad e inestabilidad relacionada con la posición 
del trabajador en el mercado. Esta inseguridad 
e inestabilidad tiene diferentes dimensiones: 1) 
en relación con el empleo, significa la involun-
taria falta de continuidad en el mismo, falta de 
oportunidades laborales o empleo involuntario 
en trabajos a tiempo parcial; 2) en relación con 
ingresos y servicios, significa menores oportuni-
dades para obtener una fuente de ingresos esta-
ble, un peor acceso a salarios monetarios, sub-
sidios, servicios sociales o beneficios privados 
otorgados por el empleo; 3) en relación con la 
representación colectiva, significa mayores difi-
cultades para el apoyo organizativo en la rela-
ción laboral; 4) en relación con las condiciones 
de trabajo y los estándares laborales, significa 
menos control del tiempo trabajado, los horarios 
o las actividades realizadas, las horas extras o 
el lugar donde realizar la labor (Standing, 2011; 
Breman y Linden, 2014; Wright, 2015; Kalle-
berg, 2018).1 
En Europa la precariedad está estrechamente 
relacionada con la dualidad del mercado de tra-
bajo, que implica la existencia de una marcada 
distinción entre las personas que son vulnerables 
al desempleo y las personas que no lo son (Es-
ping-Andersen, 1999; Haüsermann y Schwander, 
2012; Emmenegger, 2014; Rueda, 2014; Thelen, 
2014; Häusermann, Kemmerling y Rueda, 2020). 
Es decir, encontramos una distinción entre los 
“insiders” que mantienen relaciones de empleo 
estándar con un menor riesgo debido a mayores 
protecciones institucionales, y los “outsiders” 
o precarios, que enfrentan mayores riesgos de 
perder el empleo, o mayor dificultad de acceder 
a él y a las prestaciones sociales e ingresos que 
le están asociadas. Es especialmente relevante 
que, mientras crece una masa de trabajo barato 
y flexible, organizaciones colectivas como los 
sindicatos son más sensibles a las demandas del 
núcleo de trabajadores protegidos. A su vez, en 
los países europeos con mayor dualidad las polí-
ticas públicas tienden a ser menos redistributivas, 
en un proceso de retroalimentación que refuerza 
aún más las desigualdades previas (Haüsermann 
y Schwander, 2012, pp. 38-46). Según el soció-
logo Richard Sennett (2000, cap. 1), la precarie-
dad laboral también afecta a la autocomprensión 
y disposiciones de los trabajadores, produciendo 
una “corrosión del carácter” que distorsiona vir-
tudes anteriormente relacionadas con el empleo, 
como el compromiso y la prospección, y dificulta 
crear una narrativa laboral coherente a lo largo del 
tiempo. 
Las consecuencias políticas de la precariedad 
en mercados laborales duales son fundamentales. 
Se alteran las preferencias sobre políticas públicas 
y las percepciones sobre el Estado del Bienestar o 
las coaliciones posibles, puesto que no todos los 
implicados tienen los mismos incentivos, y orga-
nizaciones como partidos o sindicatos tienen que 
lidiar con demandas que pueden ser difícilmente 
compaginables (Barragué, 2019, cap. 2; Häuser-
1  La precariedad puede usarse como un término que deno-
ta tendencias sociales generales, o como un término que 
se refiere únicamente a las condiciones laborales. En el 
primer sentido “ontológico” puede usarse para describir 
diversos aspectos de las sociedades contemporáneas –el 
sociólogo Zygmunt Bauman se refiere a la inestabilidad 
general de la cultura moderna y a la falta de referentes 
fijos de estas sociedades–. Aquí sigo el segundo sentido, 
que engloba las cuatro dimensiones que menciono, y que, 
si bien son conceptualmente diferentes, empíricamente 
suelen ir de la mano.
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mann et al., 2020, pp. 348-353). Como comenta 
José Fernández-Albertos:
... las transformaciones económicas recientes 
no solo estarían generando desigualdades en 
términos agregados, sino que podrían también 
estar haciendo más heterogéneos los intereses 
de los potenciales beneficiarios de la redistribu-
ción. […] Si las políticas del Estado de bienes-
tar se entienden […] como seguros que la socie-
dad compra para protegerse de eventualidades 
asociadas al funcionamiento de los mercados y 
a las capacidades de los individuos de participar 
en ellos, entonces el que el perfil de los riesgos 
de unos y otros sea cada vez más diferente de-
bería llevar aparejado una mayor dificultad para 
ponernos de acuerdo en qué tipo de políticas de 
protección social queremos (2018, pp. 68-69 y 
72).
En esta línea pueden plantearse dilemas en la 
elección de políticas públicas. Por ejemplo, se 
puede argumentar que las protecciones contra el 
desempleo que favorecen a los trabajadores están-
dar dificultan la flexibilidad del mercado laboral 
y son adversas para los precarios. En su crítica a 
la dualidad del mercado laboral europeo Philip-
pe Van Parijs (1987) argumenta que los empleos 
pueden considerarse como activos que señalan 
diferentes posiciones de clase social. Argumenta 
que, en un contexto de desempleo involuntario, 
estos activos no dependen únicamente de las ha-
bilidades del trabajador, sino de condiciones ins-
titucionales de las que disfrutan ciertos trabajado-
res, como las protecciones contra el despido. Los 
detentadores de este “activo” reciben ventajas 
materiales tales como disfrutar de un salario supe-
rior al salario de reserva —el salario para el cual 
un individuo igualmente preparado estaría dis-
puesto a trabajar—. Puesto que existe escasez de 
empleos relativa a la población activa, el empleo 
es un activo desigualmente repartido que marca 
las expectativas de vida de diferentes grupos de 
trabajadores. En términos normativos podemos 
considerar que los precarios son los trabajadores 
que representan la posición de los menos aventa-
jados2, la cual tiene la presunción de ser el punto 
2  Según John Rawls “la idea intuitiva es que, puesto que el 
bienestar de todos depende de un esquema de coopera-
ción sin el cual ninguno podría llevar una vida satisfac-
toria, la división de ventajas debería ser tal que suscite la 
cooperación voluntaria de todos los que toman parte en 
ella, incluyendo a aquellos peor situados” (1999, p. 27). 
Rawls argumenta que existen diferentes maneras factibles 
de definir la posición de los menos aventajados, por ejem-
plo “una posibilidad es la de escoger una posición social 
de vista relevante para evaluar modelos institu-
cionales, por lo que, según esta argumentación, la 
prioridad política tendría que ser la de mejorar la 
posición de los precarios desprotegidos.
Aunque, como argumenta Van Parijs, es plau-
sible pensar que en cierta medida existen inte-
reses diferentes y conflictivos entre grupos de 
trabajadores, lo que resulta más cuestionable es 
que sea un conflicto irresoluble de suma-cero o 
que una solución a esa situación tenga que con-
cebirse únicamente como una distribución que 
compense a los menos aventajados3. Una teoría 
política adecuada también tiene que poder con-
siderar las afinidades de fondo que todos ellos 
mantengan. Me refiero a que hay que observar si 
existen otras alternativas que satisfagan a todos 
simultáneamente. A su vez hay que tener en cuen-
ta que la influencia política, que es necesaria para 
apuntalar políticas públicas e impulsar cambios 
sociales, funciona con “economía de escala”. Con 
los apoyos adicionales que se recaban se multi-
plica la capacidad de influencia de un modo no 
proporcional (no lineal) a estos apoyos. Por eso 
debemos aspirar a propuestas generales e inclu-
sivas que recaben el mayor apoyo posible —toda 
vez que la falta de apoyos de los precarios hace 
menos factible reformas en su beneficio (Fernán-
dez-Albertos, 2018, cap. 3)—. Se trata de conci-
liar la perspectiva de que hay que beneficiar a los 
precarios con la búsqueda de políticas públicas y 
esquemas de cooperación que puedan razonable-
mente ser aceptados por un sector más abarcador 
de trabajadores. Llamaré a esto el problema de los 
menos aventajados. Dicho con otras palabras, sin 
negar los conflictos existentes debemos explorar 
las condiciones que permiten perseguir el bien co-
mún de los trabajadores. 
Para responder a este problema presento un 
marco normativo basado en la filosofía política 
republicana contemporánea. La visión republica-
na del bien común aporta criterios para discernir 
cómo los intereses de los ciudadanos se aúnan al 
particular, digamos la de los trabajadores no calificados, y 
entonces contar como menos favorecidos a todos aquellos 
que tengan aproximadamente el ingreso y la riqueza de 
quienes están en esta posición” (1999, p. 101). No voy 
a discutir con más detalle la prioridad normativa de los 
menos aventajados y asumo ex hypothesi que estos son 
los trabajadores precarios.
3  Si bien es cierto que Van Parijs usa la dualidad como 
premisa para argumentar a favor de una renta básica que 
eleve el umbral mínimo de ingresos de los trabajadores 
desprotegidos, otros autores pretenden mejorar la pers-
pectiva de estos por medio de erosionar los derechos de 
los trabajadores estándar (Lindbeck y Snower, 2001).
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conformar su vida conjunta bajo instituciones de-
mocráticas (Sec. 2.1.). A continuación, argumen-
to que las ideas republicanas, tradicionalmente 
referidas a la ciudadanía, pueden trasladarse a las 
relaciones laborales (Sec. 2.2.). Este modelo nor-
mativo es más ambicioso y justo que la propuesta 
de alcanzar una solución de compromiso (tra-
de-offs) entre trabajadores. Por último, muestro 
que incluso en situaciones adversas alejadas del 
modelo óptimo tenemos razones para pensar que 
tanto los trabajadores estándar como los precarios 
comparten en cierto grado condiciones para su 
bien común, es decir, siguen compartiendo intere-
ses en coaligarse y actuar en mutuo beneficio, lo 
cual supone una respuesta satisfactoria al proble-
ma de los menos aventajados. Los diferentes gru-
pos tienen intereses que son compartidos desde 
el punto de vista de un grupo más general que les 
incluye a ambos (argumento del grupo general), 
intereses susceptibles de ser dañados por los efec-
tos adversos y externalidades de la precariedad 
(argumento del perjuicio mutuo) (Sec. 3).
2. EL BIEN COMÚN: CIUDADANOS  
Y TRABAJADORES
2.1. Republicanismo y bien común
El republicanismo contemporáneo se asienta so-
bre la idea de que los ciudadanos deben vivir bajo 
instituciones que protejan su libertad, de modo 
que la comunidad política esté formada por in-
dividuos libres que determinan las condiciones 
de su vida en común. Según el republicanismo 
la libertad es ausencia de dominación. Ser libre 
significa estar resguardado frente a las interferen-
cias incontroladas de terceros o del Estado (Pettit, 
1997, pt. 1, 2012, cap. 1-2; Skinner, 1998, cap. 
2; Lovett, 2010, pt. 1; Domènech, 2019, cap. 2). 
Los que carecen de libertad republicana tienen 
que plegarse ante las preferencias de terceros, o 
realizan sus elecciones gracias al permiso o bue-
na voluntad de estos. No obstante, según la in-
fluyente caracterización que hace Philip Pettit, la 
interferencia del poder público “no es arbitraria y 
no representa una forma de dominación cuando 
está controlada por los intereses y las opiniones 
de los afectados” (1997, p. 56). Las interferencias 
son no-arbitrarias precisamente porque, al no me-
noscabar la igualdad de estatus cívico, persiguen 
el bien público o común. Según el propio Pettit 
(2012, 2019), estas interferencias atienden al bien 
común porque proceden de un sistema democrá-
tico que otorga a los ciudadanos un acceso igua-
litario a la oportunidad de influir y fijar la direc-
ción de sus decisiones, o, dicho con las palabras 
de Bertomeu y Domènech, porque los interferidos 
están “en relación política de parigualdad con to-
dos los demás ciudadanos libres de la república, 
con igual capacidad que ellos para gobernar y 
ser gobernados” (2005, p. 68) —tesis similar a la 
de otros teóricos republicanos y deliberativistas 
como Joshua Cohen (1989) o Henry Richardson 
(2002)—. 
Teniendo en cuenta esta sucinta exposición, 
hay tres condiciones generales implícitas en el 
buen funcionamiento de la comunidad política: 
se persigue el bien común cuando la ciudadanía 
es una condición relacional, institucionalizada 
y cooperativa. Primero, al estar diseñada para 
salvaguardar el estatus de libertad de todos los 
ciudadanos, la res publica crea una condición 
relacional entre todos ellos. Los individuos se 
reconocen como ciudadanos porque comparten 
una condición social relevante, ya que tienen una 
capacidad de agencia similar, que es lo que les 
permite autogobernarse. Por eso decimos que los 
individuos tienen intereses qua ciudadanos, al 
margen del resto de intereses particulares que 
legítimamente puedan perseguir. La ciudadanía 
es un bien que crece o decrece en bloque, pues 
su deterioro se produce por degradación de los 
mecanismos con los que la comunidad política 
puede regularse a sí misma, mientras que su me-
jora es simultáneamente una mejora de la capa-
cidad de decisión de los ciudadanos4. Y, como ya 
queda dicho, la ciudadanía tiene que proveer de 
un estatus social suficientemente similar como 
para que cada ciudadano participe entre iguales5.
Segundo, tradicionalmente los republicanos 
han entendido que aquellos mecanismos operan 
de acuerdo con instituciones y normas sociales 
que aportan garantías y procedimientos para ha-
4  Esta noción de ciudadanía estaba ya clara en Aristóteles, 
que decía: “a quien tiene la posibilidad de participar en 
la función deliberativa o judicial, a ése llamamos ciuda-
dano de esa ciudad; y llamamos ciudad, por decirlo bre-
vemente, al conjunto de tales ciudadanos suficiente para 
vivir con autarquía” (Pol. Lib. III, 1275b). Aunque a ojos 
actuales resulta estridente el término “autarquía”, sí que 
es aceptable aludir a la independencia de los ciudadanos 
a la hora de tomar decisiones. Si nuestras decisiones están 
condicionadas a satisfacer a algún agente poderoso nues-
tra capacidad de agencia está disminuida.
5  Antoni Domènech (1989, 2019) ha hecho hincapié en que 
la capacidad de influencia de los ciudadanos presupone 
que estos deben tener unas condiciones materiales que les 
doten de independencia social. La libertad republicana 
está así vinculada con la propiedad, que es precondición 
a la participación entre iguales en la esfera pública (ver 
también Herranz, 2020).
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bilitar la toma de decisiones conjuntas. Mientras 
que para la concepción liberal clásica lo primor-
dial es distribuir derechos individuales que per-
mitan limitar las intromisiones del Estado y otros 
particulares en nuestros negocios particulares 
(De Dijn, 2020, pt. 3), para el republicanismo, el 
sistema jurídico debe orientarse a garantizar el 
autogobierno de la comunidad política (Haber-
mas, 1999, pt. 4). Por tanto, no es suficiente que 
los ciudadanos tengan una condición relacional 
basada en características relevantes —toman 
decisiones coaligadas sobre aspectos que con-
ciernen a todos—, sino que deben existir garan-
tías legales y normas sociales que aseguren este 
estatus cívico, que provean de procedimientos 
de decisión adecuados para repartir su influen-
cia y estimular su deliberación. Los ciudadanos 
son libres merced a las leyes más que respecto 
a ellas (Pettit, 1997, p. 61). Gracias a esta con-
dición institucionalizada los ciudadanos tienen 
una protección robusta de su capacidad de agen-
cia, de modo que sus decisiones interfieren en 
la vida social de modo no-arbitrario, de acuerdo 
con estándares aceptables y por ello promovien-
do el bien común.6 
Tercero, los ciudadanos se coordinan en 
contextos de suma positiva en los que pueden 
cooperar respecto a fines mutuamente compati-
bles. En un contexto de suma cero, donde cada 
ganancia de uno es simultáneamente la pérdida 
de otro, no puede existir cooperación que genere 
ventajas mutuas. Al contrario, cuando diferentes 
personas cooperan en un contexto de suma po-
sitiva los beneficios totales son mayores que la 
mera adición de lo que conseguirían por sepa-
rado. En ese sentido, los Estados actuales consi-
guen coordinación a gran escala, proveyendo de 
bienes que difícilmente podrían proveer particu-
lares, como el sistema de justicia, el alumbrado, 
las infraestructuras de comunicación o la segu-
ridad. Además, debido a su escala son entidades 
formidables para reducir riesgos sociales, dado 
6  Haciendo énfasis en el aspecto deliberativo de la demo-
cracia podríamos añadir que el bien común no surge de 
agregar las preferencias particulares de cada uno, como si 
de un “mercado político” se tratara (Elster, 2007). Ciertas 
preferencias pueden ir en contra del buen funcionamiento 
de las instituciones, o en contra del estatus de ciudadanía 
de alguno de los miembros, o simplemente pueden ser 
preferencias completamente autointeresadas, incapaces 
de invocar razones que puedan ser compartidas por otros. 
Así la deliberación es un filtro que transforma nuestras 
preferencias al ponernos en posición de apelar a consi-
deraciones compartidas y a debatir nuestras posiciones 
políticas.
que, según la “ley de los grandes números”, cada 
vez que aumentamos el número de contribucio-
nes individuales a algún fondo común, la pérdida 
máxima posible para cada individuo se reduce 
drásticamente (Heath, 2006, pp. 322-324). Dicho 
con mayor fuerza retórica, Rousseau señalaba que 
“los compromisos que nos ligan al cuerpo social no 
son obligatorios sino porque son mutuos, y su natu-
raleza es tal, que al cumplirlos no se puede trabajar 
para los demás sin trabajar también para sí” (CS, 
Libro 2, cap.4). 
La idea de suma positiva se complementa ade-
más con la de fines compatibles. Como explica 
Waheed Hussain, “las instituciones pueden mal-
tratar a las personas definiendo un marco norma-
tivo en el que la única manera de que una persona 
asegure un bien importante es formulando y lle-
vando a cabo con éxito un plan que interfiera con 
la formulación y la realización exitosa por parte 
de otra persona de un plan para asegurar un bien 
importante” (2020, p. 80). Cuanto mayor sea el 
valor de esos bienes y mayor la incompatibilidad 
entre los planes para más personas, más costoso 
será lograr un contrato social aceptable y estable 
dentro ese modelo institucional. Por lo tanto, este 
tipo de rivalidad es un claro obstáculo para con-
formar puntos de vista compartidos a partir de los 
cuales establecer un esquema de cooperación be-
neficioso. De este modo, debemos apuntar a en-
tornos institucionales que reduzcan esta rivalidad, 
que es adversa a los lazos sociales necesarios para 
mirarse sin desconfianza, miedo o envidia. Por 
ejemplo, con mayor o menor éxito, los Estados 
de Bienestar proveen de servicios universales que 
eliminan o restringen la competición en torno a 
bienes básicos. Por tanto, la ciudadanía republica-
na tiene una condición cooperativa, que restringe, 
matiza o redirige los conflictos y aprovecha los 
contextos de suma positiva.
En definitiva, hablamos del bien común de 
forma indirecta, como el subproducto de la ac-
tividad política de ciudadanos que son libres re-
publicanamente. La ciudadanía tiene entonces la 
condición de ser relacional, institucionalizada y 
cooperativa. Como son características de un alto 
grado de abstracción no determinan estrecha-
mente el contenido del bien común, pero sí que 
funcionan como constricciones sobre el tipo de 
resultados que son aceptables en el marco de una 
república bien ordenada, verbigracia, tendríamos 
que rechazar la destrucción de infraestructuras 
que van el interés de todos o que son notoriamen-
te eficientes, u objetar las causas de dinámicas 
de rivalidad destructivas o el control de las de-
ISEGORÍA, N.º 64, enero-junio, 2021, e11, ISSN-L: 1130-2097 | eISSN: 1988-8376, https://doi.org/10.3989/isegoria.2021.64.11
Adrián Herranz
6
cisiones de los ciudadanos por terceros agentes, 
etc. Salvadas las tres condiciones, las decisiones 
democráticas pueden caracterizarse como interfe-
rencias no-arbitrarias, orientadas al bien común. 
En suma, las condiciones para que surja el bien 
común nos señalan la clase de razonamiento prác-
tico que incluye una mutua consideración por el 
resto de los ciudadanos.7
2.2. Republicanismo laboral
Podría objetarse que el estatus de ciudadanía es 
un objetivo normativo republicano restringido a la 
esfera política. No obstante, el trabajo ha sido un 
medio de integración social —además de un me-
dio de exclusión de las mujeres debido al modelo 
familiar de un solo sustentador—, que ha dado 
acceso a las prestaciones necesarias para adquirir 
lo que los republicanos siempre identificaron con 
la libertad, a saber, un estatus social mínimamente 
independiente. En el contexto de economías avan-
zadas posteriores a la II Guerra Mundial la ciuda-
danía adquirió un cariz “social” o “industrial” y la 
legitimidad democrática se hizo dependiente de 
los derechos sociales de los ciudadanos (Streeck, 
2017, cap. 3)8. Existe un interés de los ciudadanos 
7  En este artículo reconstruyo la postura republicana ac-
tual y no discuto otras concepciones del bien común. Por 
ejemplo, podría plantearse una concepción utilitarista ba-
sada en la maximización de las preferencias agregadas, o 
una concepción más reducida en la que el bien común se 
define por aquello que genera aceptación unánime (Ri-
chardson, 2002, cap. 3). O bien podría hacerse una en-
mienda a la totalidad, negando el fundamento de la propia 
noción de bien común. Schumpeter (2017, cap. 21) ar-
gumenta que no hay ninguna base para presuponer más 
interés que el de las preferencias particulares y que la po-
lítica surge del mercadeo en torno a ellas. Estos intentos 
de fundar el orden social en preferencias particulares y en 
la coordinación por “mercados políticos” tienen que ex-
plicar cómo es posible una armonía social espontánea sin 
ciudadanos interesados en fines comunes y en fiscalizar 
el poder político –asumiendo en primer lugar que pueda 
tener sentido el trasvase de la teoría económica al estudio 
de la democracia– (Domènech, 1989, cap. 5). 
8  La desigualdad asociada a la precarización y a la creciente 
acumulación de riqueza de las últimas cuatro décadas es, 
según Thomas Piketty, un retorno a la vieja normalidad 
del capitalismo, que había sido suspendida por el contrato 
social de posguerra. Siguiendo una caracterización que 
recuerda enormemente a Rawls, Piketty argumenta que, 
“en una democracia, la igualdad proclamada de los dere-
chos del ciudadano contrasta de manera singular con la 
desigualdad muy real de las condiciones de vida, y para 
salir de esta contradicción es vital hacer que las desigual-
dades sociales sean el resultado de principios racionales y 
universales y no de contingencias arbitrarias. Por ello, en 
este caso, la desigualdad debe ser justa y útil para todos” 
(2014, p. 464).
en tener unos estándares mínimos relativos a sus 
condiciones laborales que les permitan participar 
en la esfera política como iguales, así como en 
poder intervenir en los mercados en pro del bien 
común (Cohen, 1989, pp. 28-30; Ewing, 1995, p. 
111). Por eso no es extraño que la precarización 
traiga consigo una degradación de la condición 
de ciudadanía, ya que hasta cierto punto hay una 
superposición de ambos puntos de vista, el cívi-
co y el laboral. Pero, además de ser ámbitos re-
lacionados, la esfera económica es susceptible de 
ser diseñada a partir de principios republicanos. 
A continuación, resumo el modelo económico-la-
boral más extendido dentro del republicanismo 
actual y en la siguiente sección aplico las condi-
ciones del bien común al problema de los menos 
aventajados. 
La empresa es una institución que internamen-
te regula la coordinación de diferentes agentes 
gracias a relaciones de autoridad, sin tener que 
sustanciar cada proceso a partir de contratos adi-
cionales (Singer, 2018, pp. 4-5)9. Elisabeth An-
derson (2015) argumenta que, puesto que el con-
trato laboral siempre implica una cierta forma de 
gobierno en el que una autoridad dirige o controla 
el proceso laboral, debemos preguntarnos por la 
legitimidad de estas formas de gobierno. Dicha 
perspectiva se opone a la posición liberal clásica 
para la cual el contrato de trabajo es análogo a una 
transacción mercantil, donde la libertad contrac-
tual requiere ausencia de interferencias en forma 
de regulación o acuerdos colectivos. Si el gobier-
no de la polis tiene que estar sometido al control 
de sus miembros para servir a sus intereses, y si 
las empresas entrañan un cierto tipo de gobier-
no, entonces las empresas también deben estar 
constituidas para asegurar el bien común de los 
trabajadores. Esto justifica que los ideales demo-
cráticos y constitucionales usualmente referidos 
a la esfera política se traspongan a las relaciones 
laborales (Dukes, 2008; Gourevitch, 2013). Pode-
mos ilustrar estos ideales en contraste con lo que 
Anderson denomina gobierno “privado”: 
9  Los empleadores tienen derechos residuales para decidir 
en todo lo que no está explícitamente cubierto por la ley 
y el contrato. En los mercados de trabajo no hay objetos 
definidos y perfectamente cuantificables para ser vendi-
dos, solamente se establecen promesas de entregar una 
cantidad indeterminada de fuerza de trabajo (Bowles y 
Gintis, 1990, pp. 165-178). Esto último significa que los 
contratos de trabajo son “incompletos”, el esfuerzo y la 
intensidad de la fuerza de trabajo se determinan a poste-
riori a firmar el contrato y tienen que obtenerse mediante 
disciplina, o mediante la vigilancia o el consentimiento de 
los trabajadores
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Un gobierno es privado respecto a un sujeto si 
puede emitir órdenes respaldadas por sanciones, 
respecto algún dominio de su vida, de modo tal 
que ese sujeto no tiene voz sobre cómo opera ese 
gobierno y no tiene derecho a que se tengan en 
cuenta sus intereses […] en las decisiones toma-
das (2017, p. 45). 
Los trabajadores son gobernados “privada-
mente” cuando la autoridad del empleador no está 
embridada y actúa incontroladamente —de forma 
arbitraria— sobre sus vidas, como un poder so-
cial del que estos dependen10. En comparación, 
una res publica laboral se nutre de derechos de 
voz —participación en las decisiones internas de 
la empresa—, capacidad de representación o ac-
ción colectiva, capacidad de negociación contrac-
tual y salida de la relación laboral —por ejemplo, 
gracias a una renta básica—, amén de estándares 
o garantías institucionales —horarios prefijados, 
salario mínimo, horas máximas, derecho a des-
canso o vacaciones, derecho a huelga, etc.—, de 
modo que los intereses de los trabajadores sean 
tenidos en cuenta en el gobierno y la gestión de 
la empresa. En ese caso diremos que los trabaja-
dores son libres porque no dependen de un poder 
arbitrario y así pueden actuar sin cortapisas res-
pecto a su bien común.11 
De hecho, para promover la libertad de los 
trabajadores no solo tenemos que democratizar 
las empresas, sino asegurar un entorno econó-
mico equitativo (Simon, 1992; Dagger, 2006), 
por ejemplo, facilitando la entrada de todos en el 
10  Cabe señalar que la etimología del concepto de domina-
ción proviene precisamente de las relaciones domésticas 
(del latín domus, “hacienda familiar”) donde los paterfa-
milias gobernaban (ejercían dominium) sobre su familia 
y sus propiedades, incluidos los sirvientes y esclavos. La 
idea de dominación como un tipo de gobierno privado 
puede encontrarse también en Aristóteles, que concebía 
que ciertos tipos de trabajadores eran serviles –los traba-
jadores manuales y jornaleros asalariados– porque forma-
ban parte del mencionado gobierno doméstico y por tanto 
sufrían una especie de “servidumbre limitada” (1260a).
11  Existe una pluralidad de enfoques republicanos según 
la relativa importancia atribuida a los diferentes medios 
que señalo. Hay un extendido énfasis en la participación 
de los trabajadores, pero aquí encontramos una división 
entre los que proponen la completa democratización de 
la economía y el control de los activos productivos a par-
tir de cooperativas de trabajadores (Gourevitch, 2013; 
González-Ricoy, 2014; Casassas y de Wispelare, 2016; 
Domènech, 2019), y los que, más matizadamente, argu-
mentan que los trabajadores deben disfrutar de estándares 
legales adecuados y de alguna influencia en el gobier-
no de las empresas, como en los modelos de cogestión 
(Hsieh, 2005; Dagger, 2006; Anderson, 2019).
mercado laboral o el acceso a oportunidades for-
mativas, estimulando la economía social y local, 
evitando además concentraciones de capital y 
fallos de mercado. Esto implica que incluso en-
tornos competitivos coordinados por el mercado 
deben estar constreñidos por normas que satisfa-
gan el interés de todos. Para los precarios esto es 
fundamental puesto que gran parte de sus proble-
mas tienen que ver con su falta de encaje en el 
mercado laboral. Además, la republicanización de 
empresas y mercados hace que los trabajadores 
refuercen las motivaciones prosociales que son 
esperables en entornos orientados hacia el bien 
común. Existe evidencia de que la participación 
de los trabajadores en la toma de decisiones re-
levantes y los contextos donde hay equidad en la 
remuneración y las cargas facilitan los lazos so-
ciales, las virtudes cívicas y el aumento de la pro-
ductividad (Weber, Unterrainer y Schmid, 2009; 
McGaughey, 2015; Wilkinson y Pickett, 2019, 
cap. 9), a la par que hacen a las empresas más 
capaces de adaptarse a los cambios y de tomar 
decisiones que consideren a todos los implicados 
(Gerlsbeck y Herzog, 2019).
Las empresas existen porque su capacidad de 
coordinación resulta eficiente en comparación 
con la coordinación de productores independien-
tes por el mercado (Singer, 2018, pp. 6-8), pero 
además de esto, deben estar diseñadas para salva-
guardar la igual libertad de los trabajadores12. De 
ahí que las regulaciones públicas y los mecanis-
mos de decisión democráticos se consideren aptos 
para ser interferencias no-arbitrarias, ya que pro-
mueven el bien común de los trabajadores. Una 
republicanización de la vida económica pondría 
a los trabajadores en posición de ser colegisla-
dores de su vida como productores. Este modelo 
promueve un cambio estructural que mejora la 
libertad todos y se aleja de la posición anterior 
que ve las respuestas a la precarización como un 
trade-off entre trabajadores estándar y precarios. 
3. PRECARIEDAD E INTERESES  
COMPARTIDOS
Una cosa es proponer modelos normativos y pro-
puestas institucionales bien fundadas, que de ser 
12  La eficiencia es un elemento distintivo en comparación 
con la esfera política, donde no juega un papel tan rele-
vante. Es objeto de debate teórico y empírico hasta qué 
punto la eficiencia y la libertad republicana pueden o 
deben avanzarse conjuntamente (ver Frye, 2020). Como 
existen diferentes modelos de republicanismo laboral, 
también son susceptibles de recibir diferentes evaluacio-
nes desde el punto de vista de la eficiencia.
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implementadas satisfarían a todos resolviendo el 
problema de los menos aventajados, otra cosa dis-
tinta es cómo enfocar este problema desde el punto 
de vista de los intereses inmediatos de los traba-
jadores y de las posibles coaliciones entre ellos. 
Podría suceder que, aunque el modelo republicano 
fuese completamente justo y factible como hipo-
tético punto de llegada, trabajadores protegidos y 
precarios estuviesen irremediablemente enfrenta-
dos y sin visos de encontrar soluciones mutuamen-
te satisfactorias en su contexto. Es decir, debemos 
preguntarnos por los “intereses compartidos”, esto 
es, las razones prudenciales que cada implicado 
tiene a favor de acciones o políticas que también 
benefician al resto de implicados. En ese camino, y 
a pesar de los conflictos mencionados en el primer 
apartado, presento dos argumentos: 
1)  argumento del grupo general: según las tres 
condiciones del bien común, los diferentes gru-
pos tienen intereses que son compartidos desde 
el punto de vista de un grupo más general que les 
incluye a ambos —que los menos aventajados, 
que ex hypothesi son los trabajadores precarios 
desprotegidos, comparten con las posiciones ad-
yacentes—; 
2)  argumento del perjuicio mutuo: la precariedad 
daña los intereses de estos grupos debido a que 
(i) genera inequidad competitiva entre las em-
presas que respetan los estándares laborales y 
las que no lo hacen, (ii) podría darse una diná-
mica expansiva de la precariedad hacia otro tipo 
de ocupaciones, además que (iii) la precariedad 
menoscaba el bienestar de todos los individuos 
al aumentar la desigualdad social y (iv) degrada 
las instituciones de la comunidad política.
Argumento del grupo general
Según el primer argumento, debe ser posible 
tomar como referencia la posición social de los 
menos aventajados sin que esto menoscabe a los 
grupos sociales adyacentes. Exploro brevemente 
esta posibilidad sin pretender dar una respuesta 
concluyente, que por otra parte depende de su-
puestos empíricos más detallados. No pretendo 
determinar con precisión la extensión del grupo 
más general de trabajadores, ni presumo que todo 
trabajador vaya a poder caer bajo esta categoría, 
simplemente ofrezco unos criterios orientadores 
según la concepción republicana del bien común, 
empezando por la condición relacional de los tra-
bajadores y siguiendo con las condiciones coope-
rativa e institucionalizada. 
Primero, según la condición relacional, los 
individuos tienen que compartir una serie de ca-
racterísticas sociales relevantes, en este caso, ca-
racterísticas de la relación laboral que indican una 
capacidad de agencia similar. Los dos aspectos 
fundamentales con los que la sociología clásica 
diferenciaba a los trabajadores asalariados de los 
empleadores, de Marx a Weber, son la autoridad 
laboral y los derechos de propiedad sobre el ca-
pital (Wright, 2015, cap. 1-2). Los trabajadores 
reciben órdenes y son controlados en el desem-
peño de su función laboral, a la vez de que acce-
den al mercado laboral debido al desigual reparto 
de los derechos de propiedad sobre los medios 
de producción. Como es bien sabido, ambas ca-
racterísticas son muy insuficientes para ofrecer 
una descripción detallada de las clases sociales. 
Diferencias en la técnica o la cualificación hacen 
que la relación laboral de unos trabajadores sea 
muy distinta de la de otros. De todos modos, sigue 
siendo plausible que los menos aventajados y las 
posiciones adyacentes se identifiquen respecto a 
su condición de productores dependientes de ter-
ceros y del mercado laboral. 
Respecto a la autoridad laboral los trabaja-
dores tienen un interés en que el gobierno de la 
empresa sea eficiente y considerado con sus inte-
reses, y a su vez, respecto del mercado necesitan 
oportunidades laborales para poder ser produc-
tores activos o para que el mantenimiento de su 
puesto no sea el resultado reticente de la falta de 
alternativas. Los trabajadores precarios son es-
pecialmente vulnerables frente a la autoridad del 
empleador, puesto que tienen un menor control 
de sus circunstancias laborales. Su menor seguri-
dad en poder mantener su puesto puede llevarlos 
a mostrar deferencia y el resto actitudes serviles 
que los republicanos siempre relacionaron con el 
hecho de vivir cum permissu. Estas carencias di-
ficultan la formación de planes a largo plazo y se 
manifiestan en toda una serie de variables socia-
les —edad de emancipación, acceso a vivienda, 
edad de formación de familias, estrés sociolabo-
ral, etc.— (Kalleberg, 2018, pt. 3). De ahí que 
los precarios tengan razones para incrementar su 
capacidad de agencia por medio de su conjunta 
capacidad de acción colectiva a la hora de afectar 
a su situación en empresas y mercados. Es más, 
algunos de los precarios están de facto sometidos 
a la autoridad de un empleador sin que su esta-
tus legal lo refleje, o al menos sufren una especial 
vulnerabilidad derivada de su actividad laboral13.
13  Con el surgimiento de la gig economy se debate cuál debe 
ser el papel de la legislación laboral. A la hora de asignar 
protecciones y beneficios relativos al trabajo remunerado 
(p. ej. salarios mínimos o capacidad legal de negociación 
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Segundo, las demandas de ambos grupos re-
flejarán intereses compartidos si apuntan a un 
contexto de suma positiva, de modo que puedan 
cooperar respecto a fines compatibles. Aunque 
diéramos por cierta la tesis de que grandes protec-
ciones contra el despido empeoran la situación de 
los precarios, y que su eliminación les favorece y 
perjudica a los trabajadores estándar, de esto no se 
sigue que no haya una serie de políticas públicas 
factibles que sea Pareto eficiente respecto a am-
bas posiciones. Como apunta Wright, “diferentes 
segmentos de una clase comparten los mismos in-
tereses generales sobre las reglas óptimas dentro 
del capitalismo, pero difieren en la prioridad rela-
tiva de cambios potenciales en las reglas existen-
tes y pueden tener intereses opuestos sobre reglas 
específicas en determinados contextos históricos” 
(2015, p. 172). El grueso de los trabajadores tie-
ne intereses similares respecto a cómo determi-
nar la variedad de sistema de bienestar preferible. 
Ambos grupos preferirán los resultados de un 
Estado de Bienestar robusto a un modelo como 
el “liberal” (Esping-Andersen, 1999, cap. 9). In-
cluso aquellos modelos laborales orientados a la 
flexibilidad —en los que los trabajadores pueden 
cambiar con facilidad de ocupación o de tiempo 
trabajado—, que a su vez no empeoran a los me-
nos aventajados, dependen de servicios sociales 
amplios y universales, sistemas de formación 
profesional o reactivación laboral y una presencia 
sindical fuerte (Crouch, 2013, pp. 44-55; Thelen, 
2014, cap. 1).14
colectiva) tradicionalmente se ha distinguido entre autoem-
pleados (autónomos) y asalariados. Trabajadores que pre-
cisan de la intermediación de plataformas digitales como 
Uber o Glovo pueden caracterizarse como falsos autóno-
mos que requieren de un tratamiento idéntico a los asalaria-
dos, pero no es la única opción. Podría añadirse una tercera 
categoría para distinguir a estos trabajadores, o incluso po-
dría rechazarse que en estos casos la relación de autoridad 
con un empleador sea el elemento relevante a la hora de 
establecer estándares mínimos, protecciones y prestaciones 
(Kondo y Singer, 2020). Esta última opción señalaría que 
el objetivo de la legislación es disminuir la vulnerabilidad 
y riesgos derivados de la actividad laboral y recalcaría la 
necesidad de republicanizar los mercados más allá de las 
relaciones de gobierno intraempresas. No obstante, diluci-
dar esta cuestión merece un debate pormenorizado.
14  La propuesta de una renta básica incondicional que pro-
pone Van Parijs, en caso de estar basada en un sistema 
impositivo muy progresivo, sería una mejora simultánea 
para ambos grupos (p. ej. el primer y el quinto o sexto 
deciles). Como todos los ciudadanos adultos la reciben, 
supone una ventaja frente a las medidas condicionales 
porque no fiscaliza a los menos aventajados, no crea tram-
pas de pobreza y no identifica a los que la reciben con un 
colectivo separado de los trabajadores activos.
La situación en la que se ven inmersos mul-
titud de trabajadores contrasta con la suerte de 
superejecutivos y profesionales de altísimos in-
gresos, que pueden cobrar decenas o centenas de 
veces el salario mediano. Como bien ha señalado 
Thomas Piketty (2014, pt. 3), además del fuerte 
incremento de las rentas del capital, la desigual-
dad de ingresos procedentes del “trabajo” tam-
bién ha aumentado. Por ello, no es extraño que 
puedan plantearse coaliciones en contraposición 
a esos sectores y la dudosa retórica meritocrática 
que los acompaña, promoviendo propuestas re-
lativas a la limitación de salarios y de prácticas 
rentistas extractivas. Más en general, se trataría 
de aumentar el poder negociador de esas coalicio-
nes y su capacidad de determinar los ingresos de 
forma ex ante (Barragué, 2019, cap. 3).
Respecto a la tercera condición, ya vimos que 
el bien común surge de normas e instituciones que 
posibilitan la participación y deliberación de to-
dos. Lo característico de luchas históricas como la 
del movimiento obrero es que han existido colec-
tivos con la suficiente fuerza como para reclamar 
normas e instituciones que en su momento ni si-
quiera existían. Por tanto, desde el punto de vista 
de la capacidad de acción colectiva de los traba-
jadores resulta excesivo hablar de procedimientos 
y garantías legales que garanticen la igual libertad 
de todos —esta situación se daría en un modelo 
acabado de republicanismo laboral—, pero sí que 
es concebible que estos grupos basen esta capa-
cidad en organizaciones, como sindicatos o par-
tidos, que representen los intereses de sus miem-
bros de forma confiable. Estas organizaciones se 
encaminan a su condición de institucionalizar 
el bien común si existen normas que regulen su 
comportamiento, procedimientos internos de de-
cisión democráticos, además de una composición 
de miembros representativa y un ethos igualitario. 
Los sindicatos que son inclusivos y centralizados 
aumentan la influencia de los trabajadores y se re-
lacionan con distribuciones salariales igualitarias 
y beneficios sociales ampliamente compartidos 
(Visser y Checchi, 2012, pp. 233-252; Thelen, 
2014, pp. 203-207), de ahí que, bajo condiciones 
adecuadas, puedan actuar como palancas que pro-
muevan el poder negociador de los trabajadores.
El mayor problema para que se antepongan los 
intereses compartidos seguramente se encuentra 
en esta última condición, precisamente porque los 
precarios sufren una falta de representatividad en 
partidos y sindicatos. De los tres criterios del bien 
común este último obedece a los medios necesa-
rios para promover intereses de modo imparcial y 
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estable, mientras que los dos primeros refieren a la 
similitud de posiciones y a los beneficios que even-
tualmente pueden conseguirse. Tenemos única-
mente razones pro tanto para afirmar que existe un 
interés compartido, pues solamente puede garanti-
zarse y estabilizarse a partir de una representación 
adecuada de todos los trabajadores. Si la represen-
tación de los precarios o sus recursos organizati-
vos mejorasen entonces sería más nítido que tienen 
razones para coaligarse con otros trabajadores15. 
De ese modo, los trabajadores mejorarían su capa-
cidad de acción colectiva gracias a la mencionada 
economía de escala de la influencia política.16 
Argumento del perjuicio mutuo
Según el segundo argumento tenemos razones 
adicionales para pensar que las condiciones de 
precariedad laboral son objetables al margen de 
su comparación relativa con el trabajo estándar. 
Primero, el punto de discusión inicial era que los 
15  Que los trabajadores tengan razones prudenciales para de-
sear acciones o políticas mutuamente beneficiosas no im-
plica que no existan incentivos en la dirección contraria, 
que los costes asociados a realizar acciones colectivas no 
sean altos, o que estas razones se den en todos los escena-
rios. Si los trabajadores protegidos únicamente observan 
un trade-off que les perjudica tendrán consideraciones 
prudenciales en contra. Por eso es importante proponer 
escenarios distintos a este. Negar el conflicto que surge de 
la dualidad del mercado laboral aboca a mantener la erra-
da posición según la cual no existen diferencias relevan-
tes entre trabajadores, ni incentivos políticos y materiales 
en contra del igualitarismo. Siguiendo a Thelen (2014) 
también debemos hacer hincapié en las coaliciones inter-
clasistas, teniendo en cuenta la pluralidad de intereses que 
existen tanto del lado del trabajo como del capital. Por 
último, presentar razones prudenciales no supone negar 
otro tipo de consideraciones basadas en la solidaridad o el 
altruismo, pero permite argumentar sin hacer suposicio-
nes normativas más robustas. Precisamente los intereses 
compartidos pueden ser una base inicial para el desarrollo 
posterior de ese tipo de motivaciones prosociales.
16  Además de considerar las razones para la acción de dife-
rentes grupos, también conviene desarrollar un análisis de 
los medios o herramientas de acción política que pueden 
transformar la situación presente en una dirección compa-
tible con la res publica laboral. En su análisis de la huelga 
como un medio de reducir la dominación y como expre-
sión de la autonomía de los trabajadores, Alex Gourevitch 
argumenta lo que sigue: “Los neo-republicanos han sido 
mejores en especificar las condiciones ideales de una cons-
titución republicana que en pensar cómo, en ausencia de 
algo que se aproxime a ese ideal, los dominados pueden 
responder a su dominación. Parte de la razón de esta aporía 
es la tendencia a comenzar con primeros principios y lue-
go derivar de ellos asépticas prescripciones institucionales. 
[...] Los diversos intentos de organizar y ejercer el poder en 
condiciones persistentes de dominación apenas se evalúan, 
más allá de condenarlos como injustos” (2019, pt. 174).
precarios padecen una inseguridad e inestabili-
dad crónicas debidas a su falta de inserción en el 
mercado laboral. No obstante, padecen esta situa-
ción, en parte, debido a condiciones que también 
perjudican o pueden llegar a perjudicar al resto 
de trabajadores (y empresas). Tienen peores opor-
tunidades laborales, porque, entre otras cosas, 
ciertas empresas adquieren ventajas competitivas 
respecto a otras debido a que no cumplen con los 
mismos estándares laborales y de protección so-
cial. Este proceso, denominado dumping laboral, 
supone “socavar o evadir las reglamentaciones 
sociales existentes” (Bernaciak, 2014, pp. 5-6). Si 
empresas basadas en plataformas digitales como 
Uber o Glovo prosperan es porque contratan a 
trabajadores como autónomos, transfiriéndoles el 
riesgo de la actividad económica y sustrayéndoles 
las protecciones que nuestras legislaciones dan a 
los asalariados (Mazzucato, 2019, cap. 7). Los 
precarios mejorarían si pasaran a tener un estatus 
similar al de estos últimos, o, al menos, protec-
ciones adecuadas a su situación, pero también lo 
harían las empresas que tienen que competir sin 
degradar el estatus laboral de sus trabajadores17. 
La dualidad fractura los intereses y hace más 
complicadas las coaliciones entre los individuos 
en la mitad inferior de la distribución de la renta. 
No obstante, la precarización podría expandirse 
hacia otras ocupaciones si la dinámica tecnológi-
ca o político-económica apunta en esa dirección, 
por ejemplo, a consecuencia de la robotización, 
lo cual facilitaría una mayor comunidad de in-
tereses entre todos los afectados. Streeck (2017, 
pp. 25-45) argumenta que existe una tendencia 
a que la mercantilización afecte a la dinámica 
general de la sociedad, de manera que cada vez 
haya menos gente a salvo de verse afectada por la 
inseguridad derivada de la individualización de 
los riesgos sociales. Que esta convergencia hacia 
un modelo laboral precario suceda está por deter-
minar. Al margen de esta eventualidad sí que po-
demos señalar que la existencia actual de grandes 
desigualdades sociales daña no solo a las perso-
nas con peor reconocimiento social, sino que de-
grada la convivencia a partir de una panoplia de 
efectos adversos. La evidencia estadística sugiere 
que sociedades económicamente más desiguales 
tienen peores resultados en indicadores sociales 
y de salud —enfermedades mentales, drogadic-
ción, población carcelaria, confianza o movilidad 
social—, lo cual redunda en un ambiente social 
17  Agradezco a Iñigo González-Ricoy que me llamara la 
atención sobre este punto.
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deteriorado para todos que afecta a su bienestar 
(Wilkinson y Pickett, 2019, cap. 1 y prólogo). 
Finalmente, hay que mencionar que otrora 
republicanos como Aristóteles o Rousseau veían 
el conflicto entre diferentes facciones o grupos 
sociales como una amenaza hacia la prosperidad 
de la república y por eso favorecían sistemas po-
líticos que mitigaran el conflicto entre ellos. Si-
guiendo esta vieja idea sobre los efectos polari-
zadores de la desigualdad, podemos argumentar 
que la inseguridad propia del mercado laboral y 
la creciente desigualdad económica suponen un 
perjuicio para la paz social y la estabilidad de los 
sistemas políticos. Sabemos que en las últimas 
décadas existe un menor compromiso ciudada-
no con los partidos políticos, una participación 
electoral decreciente y un menor arraigo de los 
partidos en las organizaciones de la sociedad 
civil (Mair, 2007). Según Fernández-Albertos 
(2018, cap. 5) existe un vínculo causal entre la 
desigualdad económica y la desafección política, 
debido a que los precarios son también aquellos 
cuya voz es desatendida, a consecuencia de lo 
cual se expande el descrédito respecto de insti-
tuciones y organizaciones que consideran como 
insensibles a sus intereses. La desigualdad eco-
nómica produce entornos políticos plutocráticos 
—EE. UU.— o bien crecientemente inestables y 
nativistas —Unión Europea— (Milanovic, 2016, 
cap. 4; Rodrik, 2018, pp. 12-17). El proceso por 
el cual se degrada el estatus de ciudadanía social 
europeo es el mismo que hace surgir el entorno 
de polarización actual, por ello tenemos más ur-
gencia si cabe en pensar maneras de socializar los 
riesgos que especialmente sufren los precarios.18
CONCLUSIÓN
Incluso en términos prudenciales hay razones para 
considerar que existe una comunidad de intereses 
entre trabajadores. Esto no es óbice para que es-
tos intereses den lugar a lazos de solidaridad que 
refuercen las posibles coaliciones y las hagan más 
inclusivas. Lo dicho debe tomarse con un grano 
de sal, pues para que los intereses se transformen 
18  Es posible que el argumento del grupo general sea hoy 
más complicado de plantear precisamente porque las ins-
tituciones actuales fomentan la rivalidad entre trabajado-
res, deteriorando su condición cooperativa (Häusermann, 
Kemmerling y Rueda, 2020, pp. 348-349), a lo que hay que 
sumar los problemas que he mencionado respecto de su re-
presentación colectiva. Pero estas dificultades quedan com-
pensadas en parte porque todos tienen razones en proteger 
instituciones comunes y normas que eviten la polarización 
y los efectos adversos de la desigualdad social.
en coaliciones efectivas y políticas públicas deben 
darse las condiciones adecuadas, que difícilmente 
pueden establecerse con generalidad al margen de 
un estudio empírico más detallado de los grupos y 
su contexto. En resumen: en cierta medida existe 
un conflicto de intereses que da lugar al problema 
de los menos aventajados, ya que la dualidad di-
ficulta consensuar prioridades entre trabajadores. 
Por una parte, la teoría republicana aporta un mo-
delo normativo ambicioso, basado en la libertad 
recíproca de los ciudadanos, que puede trasladar-
se a las relaciones laborales. En ese modelo los 
trabajadores pueden convivir a la luz de reglas 
que garantizan su bien común. Por otra parte, 
respecto a sus intereses inmediatos los diferentes 
grupos de trabajadores tienen razones para desear 
medidas que vayan en su mutua satisfacción. Ello 
es así debido a que en cierto grado comparten una 
condición relacional, cooperativa e institucionali-
zada, y porque de otro modo sufrirían perjuicios 
mutuos derivados de la precarización. 
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